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DE LA PROVINCIA DE BURGOS.

!
Por un año... 50

Por se:s meses 26
■

Por tres id... 14

Las leyes y disposiciones generales del Gobierno son obligatorias para cada Capital 
de provincia desde que se publica oficialmente en ella, y desde cuatro dias despues 
para los demás pueblos de la misma provincia. (Ley de 5 de Noviembre de 1857.)

Las leyes, órdenes y anuncios que se manden publicar en los Boletines oficiales 
se han de remitir al Gobierno respectivo, por cuyo conducto se pasarán á los 
editores de los mencionados periódicos. (Real orden de 5 de Abril de 1859.) {

Por un año... 6o

Por seis meses 32

Por tres id... 18

PARTE OFICIAL.
PRESIDENCIA DEL CONSEJO DE MINISTROS.

S. M. la REINA nuestra Señora (que 
Oíos guarde) y su augusta Real familia 
continúan sin novedad en su importante 
salud.

♦

GOBIERNO DE LA PROVINCIA
DE

BURGOS.

Real orden declarando que á los Oficiales
■ del Ejercito no puede privárseles que 

usen de la espada, como parle del Uni­
forme, en las funciones públicas, excep­
to en casos particulares.

Por el Ministerio de la Go­
bernación del Reino con fecha 13 
de Diciembre último se me dice 
lo siguiente.

este Ministerio se dice por 
el de la Guerra en 15 de No­
viembre próximo pasado lo que 
sigue.—Excmo. Sr.:—He dado 
cuenta á la Reina (q. D. g.) de 
una comunicación que dirigió á 
este Ministerio en 50 de Julio úl­
timo el General en Jefe del pri- 
itíer Ejército y Distrito, relativa 
á que habiéndose presentado de 
uniforme el Teniente del Batallón 
Cazadores de Arapiles D. Alvaro 
Serrano la noche del 25 del mis­
mo mes, en el Jardin público de 
recreo titulado el Paraíso, en 
esta Capital, se le exigió al exhi­
bir el billete que entregase su 
espada, y negándose dicho ofi­
cial á desprenderse de ella, se le 
impidió la entrada en el referido 
Jardin, primero por un depen­
diente de la Empresa, y despues 
por el Director de la misma y un 
Inspector de Policía que acudie­
ron con algunas parejas de la 
Guardia civil, no habiéndose 
prestado tampoco á la devolución

(Gaceta núm. 558.)
CONSEJO DE ESTADO.

2 de Enero de 1864.
El Gobernador, 

JOSÉ GALLOSTRA.

sustitución‘de la dehesa Valdevi- 
¡ cort que con tal objeto había so­

licitado, y que según noticias le 
iba á ser negada:

i Que el Prado de las Vacas, á 
consecuencia dél expediente ins­
truido á instancia de D. Alejan­
dro Fernandez de Heredia recla­
mando ciertos créditos censuales 
constituidos contra los propios 
de Calatayud, se designó como 
hipoteca especial en subrogación 
de sus créditos, acordándose 
en 51 de Mayo anterior la subro- 

i gacion en términos legales, y 
anunciándose en su consecuencia 
la venta en 19 del propio mes de 
Octubre sin la aprobación su­
perior:

Que instruido el oportuno ex-

cion general de Propiedades y 
Derechos del Estado, á la que 
acudió el Ayuntamiento enl.° de 
Agosto de 1860 exponiendo que 
i a dehesa Valdevicort, pedida 
anteriormente para los ganados, 
no era á propósito al objeto por 
hallarse situada á larga distancia 
del pueblo; y por lo tanto, re­
produciendo la renuncia de dicho 
terreno, pidió nuevamente que 
le fuese subrogado con el del 
Prado de las Vacas:

Que con presencia del expe­
diente de la dehesa Valdevicort, 
remitido por el Gobernador en 
10 del mismo mes, la Junta su­
perior de Ventas en sesión de 6 
de Noviembre acordó no proce­
der cosa alguna respecto de las 
dehesas pedidas como boyales 
miéntras no se decidiera sonre 
el expediente de los otros terre-

del valor del billete, qne pidió el 
indicado Teniente al tener que 
renunciar á ver la función.—En­
terada S. M., y teniendo pre­
sente que conflictos de esta natu- 

¡ raleza se han resuelto en el sen­
tido de que los Oficiales del Ejér- 

¡ cito no deben abandonar la és- 
i pada, por Reales órdenes de 17 
; de Julio de 1797, 24 de Febrero

y 50 de Octubre de 1799 y 27 
de Agosto de 1819 y otras aná­
logas, ha tenido á bien declarar

I de conformidad con' el parecer 
I de la Sección de Guerra y Mari- 
- na del Consejo de Estado, que 

el Teniente Don Alvaro Serrano 
estaba en su. derecho; resolvien­
do al propio tiempo S. M. de 
acuerdo también con la misma 
Sección y para evitar en lo suce­
sivo conflictos, que á los Oficia­
les del Ejército no pueda privár­
seles que usen de la espada, como 
parte integrante del uniforme en 
ninguna función pública, y que 
solo en el caso de que la calidad 
del espectáculo, como acontece 
en los bailes de máscaras, acon­
sejase á juicio‘de la Autoridad 
civil que los concurrentes se pre­
senten sin armas, se haga en los 
anuncios públicos la debida pre­
vención.—De Real órden, comu­
nicada por el Sr. Ministro de la 
Gobernación lo traslado á V. S. 
para su conocimiento y demás 
efectos, j)

Cuya superior resolución he 
dispuesto se inserte en el Boletín 
oficial de la provincia para co-

Burgos las~Vacas‘, "pérteñecieáe'l'süs 

propios, como destinado al pas­
to de los ganados de labor en

REAL DECRETO.

Doña Isabel II, por la gracia 
de Dios y la constitución de la 
Monarquía española Reina de las 
Españas. A todos los que las pre­
sentes vieren y entendieren, y á 
quienes toca su observancia y 
cumplimiento, sabed que he ve­
nido en decretar lo siguiente:

«En el pleito que en el Con­
sejo de Estado pende en prime­
ra y única instancia entre partes 
de la una D. Antonio Castillo, 
vecino y del Comercio deTudel i 
de Navarra, y en su nombre el 
Licenciado D. Cándido Nocedal, 
demandante; y de la otra la Ad­
ministración general del Estado, pediente, se remitió á la Direc- 
representada por mi Fiscal, de­
mandada, sobre revocación de 
la Real órden de 23 de Abril de 
1861, por la que se reserva la 
finca denominada Prado de las 
Vacas para el pasto del ganado, 
de labor de los vecinos de la 
ciudad de Calatayud, quedando 
sin efecto la venta de la misma 
hecha á favor de D. Eusebio 
Pons, de quien la adquirió Cas­
tillo.

Visto:
Visto el expediente gubernati­

vo del que resulta que en 27 de 
Octubre de 1859 el Ayuntamien­
to de Calatayud, en la provincia 
de Zaragoza, acudió al Gober- i 
nador de la misma pidiendo la 
excepción del prado llamado de



nos que como de aprovecha­
miento común tenia pedidos el 
propio Ayuntamiento, devol­
viéndose al Gobernador los ex­
pedientes de los mismos para 
que completara su instrucción.

Que en 51 de Octubre de 1860 
el Ayuntamiento de Calatayud 
acudió á la Dirección acompa­
ñando , un acta extraordinaria 
por la que acordó pedir la ex­
cepción del Prado de las Vacas, 
renunciando á la excepción de los 
otros terrenos que en 'concepto 
de aprovechamiento común pi­
dió en Diciembre de 1858; y 
oída la Asesoría general del Mi­
nisterio do Hacienda, opinó, 
conforme con el negociado de la 
Dirección, deber proponerse la 
excepción y anularse la venta, 
quedando á cargo del Ayunta­
miento el pago del censo subro­
gado, pero debiendo ser oido 
previamente el comprador:

Que D. Antonio Castillo, due­
ño del Prado de las Vacas por 
haberlo adquirido de D. Ensebio 
Pons, que fué el que lo compró 
<M Estado, contestó que habien­
do obtenido la finca por los me­
dios legales, sin que el Ayunta­
miento se opusiera, no habia 
derecho para anular la venta:

Que en virtud de estos ante­
cedentes y de nueva exposición 
del Ayuntamiento de Calatayud 
manifestando que retiraba la re­
nuncia que habia hecho á los 
terrenos de aprovechamiento co­
mún con el fin de obtener la 
reserva de las dehesas de sus 
propios, ó en su defecto el prado 
denominado de las Vacas con 
destino al pasto de los ganados 
de labor, y pidiendo por lo tanto 
la excepción de dichos terrenos 
denominaduS los Montes Arman­
tes, Castillejos, Valdelázaro, 
Sierra, Concha y Sierra de Ri- 
cort, se decretó la suspensión de 
la subasta de las tincas cuya 
excepción se pedia, y que infor­
mara la Dirección; habiendo re­
caído, de conformidad con su 
informe, la Real orden de 25 de 
Abril de 1861 declarando la ex­
cepción del Prado de las Vacas, 
y mandando tenerla presente al 
resolver las demás excepciones 
solicitadas por el Ayuntamiento:

Vista la demanda propuesta 
por D. Antonio Castillo solici­
tando se declare nula y sin efec­

to, ó se revoque la Real resolu­
ción de 25 de Abril de 1861, y 
por consiguiente la órdenes de 
la Dirección general de Propie­
dades y Derechos del Estado de 
7 de Junio siguiente, en que se 
contestó á la consulta del Admi­
nistrador del ramo en Zaragoza, 
que eran consecuencias precisas 
de la excepción, acordada la nu­
lidad de la venta y la debida in­
demnización al comprador; man­
dando que se indemnice igual­
mente á D Antonio Castillo de 
los daños y perjuicios sufridos 
con motivo del violento despo­
jo del Prado de las Vacas, dis­
puesto por el Ayuntamiento de 
Calatayud:

Visto el escrito de ampliación 
de la demanda, reproduciéndo­
la con la pretensión adicionada 
por un otrosí de que se les pu­
siera en posesión del referido 
Prado:

Visto el escrito de contesta­
ción de mi Fiscal, en que pide 
se confirme la Real orden de 25 

i de Abril y los acuerdos tomatlos 
á consecuencia de ella por la 
Dirección general:

Considerando que las leyes de 
Partida invocadas en apoyo de 
la demanda solo son aplicables 
á los contratos de venta perfec­
tos ó consumados con arreglo á 
derecho común:

Considerando que los Ayun­
tamientos puden pedir que se ex­
ceptúen de la enajenación las fin­
cas que según la ley deben serlo, 

, siempre que aquella no se haya 
verificado:

Considerando que el contrato 
de venta de bienes nacionales no 
se perfecciona sin que recaiga la 
aprobación de la Junta superior 
de Ventas, y que la del Prado, 
objeto de la demanda de D. An- 

1 tonio Castillo, no habia sido 
aprobada cuando se intentó su 
excepción:

Conformándome con lo con­
sultado por la Sala de lo conten­
cioso del Consejo de Estado en 
sesión á que asistieron Don 
Domingo Uuiz de la Vega, Pre­
sidente; D. Francisco TamesHe- 
via, D. Antonio Caballero, Don 
Jo^é Antonio Olañeta, D. Sera­
fín Estébanez Calderón, D. An­
tonio Escudero., D. José de Vi­
llar y Salcedo, D. Antero de 
Echarri, y D. José de Sierra y 
Cárdenas.

Vengo en confirmar la Real 
orden de 25 de Abril de 1861, 
por la que se exceptuó de la 
enajenación el prado titulado de 
las Vacas, de los propios de la 
ciudad de Calatayud, sin perjui­
cio de lo que proceda al resol­
verse las demás excepciones so­
licitadas.

Dado en Palacio á seis de No­
viembre de mil ochocientos se­
senta y tres.—Está rubricado 
de la Real mano.—El Presidente 
del Consejo de Ministros, Mar­
qués de Miraílores»

Publicación.—Leído y publi­
cado el anterior Real decreto 
por mí el Secretario general del 
Consejo de Estado, hallándose 
celebrando audiencia pública la 
Sala de lo Contencioso, acordó 
que se tenga como resolución 
final en la instancia y autos á 
que se refiere; que se una á los 
mismos; se notifique en forma á 
las partes, y se inserte en la Ga­
ceta. De que certifico.

Madrid 12 de Noviembre de 
1865.=Pedro de Madrazo.

SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA.

En la villa y corte de Madrid, 
á l.° de Diciembre de 1865, en 
los autos pendientes ante Nos en 
virtud de apelación, seguidos en 
el Juzgado de primera instancia 
de San Fernando y en la Sala 
tercera de la Real Audiencia de 
Sevilla, por Doña Felipa Caba­
llero y sus hijas Doña Catalina y 
Doña María de la O Velasc.o con 
D. Juan Domingo Andiconagoitia, 
sobre reivindicación de una casa:

Resultando que absuelto An­
diconagoitia de la demanda in­
terpuesta por Doña Felipa Caba­
llero y sus citadas hijas, en re­
clamación de una casa que aquel 
posee, por la sentencia que en 
25 de Mayo último pronunció la 
Sala tercera de la Real Audiencia 
de Sevilla, confirmando con las 
costas la del Juez de primera 
instancia de San Fernando, in­
terpusieron los demandantes re­
curso de casación exponiendo: 
que se habian infringido el 
inconcuso principio de derecho 

mental, la cual no puede -des­
truirse sino por otra de idéntica 
especie, auténtica y soleme:

Resultando que la Audiencia 
por auto de 10 de Junio denegó 
la admisión del recurso: negati­
va que produjo la presente ape­
lación, fundada en no haberse 
citado la ley ó la doctrina infrin­
gida, puesto que solo se hablaba 
de un principio de derecho y de 
las leyes que establecían que la 
prueba del dominio fuera docu­
mental, pero sin citarlas:

Vistos, siendo Ponente el Mi­
nistro D. Pablo Jiménez de Pa­
lacio:

Considerando que según las 
determinaciones reiteradas de 
este Supremo Tribunal, para lle­
nar cumplidamente "el objeto del 
art. 1.024 de la ley de enjui­
ciamiento civil, es indispensable 
que al interponerse el recurso de 
casación se citen, de una mane­
ra explícita y contraida, las le­
yes ó doctrinas que á juicio del 
recurrente se hayan infringido 
por la ejecutoria, y que no basta 
hacerlo vaga á indeterminada­
mente:

Considerando que por no ha­
berse ajustado Doña Felipa Ca­
ballero á las prescripciones del 
indicado artículo es- procedente 
la providencia denegatoria de 10 
de Junio último que ha motivado 
esta apelación:

Fallamos que la debemos con­
firmar y confirmamos con las 
costas, devolviéndose, los autos 
á la 'Real Audiencia de Sevilla de 
donde proceden, con la certifi­
cación correspondiente.

i Así por esta nuestra sentencia,, 
que se publicará en la Gaceta 
dentro dedos cinco dias siguien­
tes al de su fecha, é insertará en 
la Colección legislativa, pasán- 

| dose al efecto las copias necesa- 
! rías, lo pronunciamos mandamos 
i y firmamos.=Ilamon López Vaz- 
’ quez.—Pablo Jiménez de Pala­

cio.—Laurean Rojo de Norza- 
garay".—Tomás Huet.—José Ma-

i ría Cáceres
Publicación.=Leida y publica­

da fué la precedente sentencia 
por el limo. Sr. D. Pablo Jimé­
nez de Palacio, Ministro de la

Res ubicumque est domino suo 
clamat, doctrina que como cor- I 
riente estaba admitida por la 
jurisprudencia de los Tribunales; 
y las leyes que establecen que la 
prueba del dominio es la docu- ¡

Sala primera del Supremo Tri­
bunal de Justicia, celebrando 
audiencia pública la misma Sala 
en el dia hoy, de que yo el Es­
cribano de Cámara certifico.

Madrid l.° de Diciembre de 
1865.—Juan de Dios Rubio.



(Gacela núm. 552.)
CONSEJO DE ESTADO.

Real decreto.
Doña Isabel II, por la gracia de Dios 

y la Constitución de la Monarquía espa­
ñola Reina de las Españas. Al Goberna­
dor y Consejo provincia) de Córdoba, y 
á cualesquiera otras Autoridades y per­
sonas á quienes loca su observancia y 
cumplimiento, sabed: que he venido en 
decretar lo siguiente:

«En los autos que en grado de apela­
ción penden en el Consejo de Estado en­
tre partes, de la una el Ayuntamiento de 
Nueva Carleya, representado por el Li­
cenciado D. Carlos Espinosa de los Mon­
teros, apelante; y de la otra el Ayunta 
miento de Baena, apelado en rebeldía, 
sobre que se revoque el fallo del Consejó . 
provincial de Córdoba de 9 de Octubre 
de 1861, por el que se declaró incompe­
tente para conocer de, la demanda pro­
puesta por el primero de dichos Ayun­
tamientos' respecto á la fijación de sus 
términos municipales.

Visto:
Visto el expediente gubernativo, del 

cual resulta que en 1859,.por gestiones 
de la Hacienda pública de la provincia de 
Córdoba, se formó expediente para lijar 
el deslinde del término de NuevaCarleya, 
para los que se pidieron datos de otro 
expediente sin concluir que con el mismo 
objelo se incoó en el año de 1844, del 
que aparecía que los pueblos de Doña 
Mencra, Cabra, Castro del Rio y Monti— 
lla diferían en el número de fanegas de 
tierra que se les habían de conceder, y 
que el de Baena no se conformaba con 
dar exclusivamente el terreno á no ser 
que nueva Carleya se Agregase á su par­
tido judicial:

Que pedidos informes á los Ayunta­
mientos de los pueblos vecinos para ver 
cuales eran los que habían de dar terre­
nos para fijar de nuevo término munici­
pal, citados los comisionados de Beana 
y nueva Carleya, con vista del croquis 
del terreno, y del parecer del Ingeniero 
de Montes de la provincia y del Consejo 
provincial, se mandó hacer el deslinde 
puesto que los interesados no se avenían, 
ac|o que empezó en 26 de Abril de 1861 
y se concluyó definitivamente el 4 de Ma­
yo del mismo año bajolas bases aproba­
das por el Gobernador:

Vista la demanda que contra la provi­
dencia gubernativa presentó ante el Con­
sejo provincial de Córdova en 15 de Ma­
yo siguiente el Ayuntamiento de Nueva 
Carleya, representado por D. Nicolás 
Labórele, pidiendo se declarase nula la 
división, deslinde y amojonamiento he­
chos del término perteneciente á las villas 
de Nueva Carleya y Baena, se hiciese 
otro bajo las bases, censo de población y 
valor de las tierras, y se condenase al 
Ayuntamiento de Baena á restituir al de 
Nueva Carleya la parte restante que ba­
jo dichas bases le correspondía:

Visto el escrito que presentó el Muni­
cipio de Baena, representado por D. Ma­
riano Ferrer, con la pretensión de que se

declarase el Consejo provincial incompe­
tente para conocer del negocio, conde­
nándose en costas al Municipio deman­
dante:

Visto el escrito de réplica en que el 
Ayuntamiento de Nueva Carleya repro­
dujo su petición, alegando la competencia 
del Consejo en este negocio:

Visto el auto del Consejo provincial, 
por el que se declaró incompetente:

Visto el recurso de apelación interpues­
to por el Ayuntamiento de Nueva Carle­
ya, y mejorado en su nómbre ante el 
Consejo de Estado por el Licenciado D. 
Cárlos Espinosa de los Monteros, con la 
solicitud de que se revoque el fallo ape­
lado y se declare competente para cono­
cer del asunto la jurisdicción contencio­
so administrativa:

Visto el escrito de la misma parte acu­
sando la rebeldía al Ayuntamiento ape­
lado por no haber comparecido en el tér­
mino de reglamento á usar de su derecho, 
y el auto de la Sección de lo Contencioso, 
en que la tuvo por acusada.

Visto el escrito presentado posterior 
mente por el Licenciado D. Antonio Ra- 
faél Mesa, á nombre del Ayuntamiento 
de Baena, pidiendo se le tuviese por par­
le, y el auto de la propia Sección en que 
se accedió á su solicitud y mandó que se 
le pusiesen los autos de manifiesto para 
el solo efecto de instruirse para la vista:

Visto el Real decreto de 9 de Noviem­
bre de 1852:

Visto el art. 8.° de la ley de 2 de Abril 
de 1845 sobre organización y atribucio­
nes de los Consejos provinciales:

Considerando que la referida concesión 
de un término municipal á Nueva Carle­
ya, ampliando por motivos de utilidad y 
conveniencia pública el que provisional­
mente se le había ántes señalado, y el 
primer deslinde, ó sea la demarcación de 
los limites de dicho término, son actos 
de interés general y de orden público de 
la exclusiva competencia de la adminis­
tración activa, contra los cuales no pro­
cede la demanda que Nueva Carleya ha 
interpuesto en la vía contenciosa sin acre­
ditar ni alegar derechos anteriormente 
adquiridos y perjudicados per la expre­
sada concesión.

Conformándome con lo consultado por 
la Sala de lo Contencioso en sesión á 
que asistieron D. Domingo Ruiz de la 
Vega, Presidente; D. Joaquni José Ca- 
saus, D. Manuel de Sierra y Moya, Don 
Francisco de Luxán, D. Antonio Escu­
dero, I). Manuel García Gallardo, Don 
Eugenio Moreno López, I) José de Vi­
llar y Salcedo y I). Antera de Echarri,

Vengo en confirmar el auto definitivo 
apelado del Consejo provincial de Córdo­
ba.

Dado en Palacio á seis de Noviembre 
de mil ochocientos sesenta y lres.=Es- 
lá rubricado de la Real raano.=El Pre­
sidente del Consejo de Ministros, Mar­
qués de Miradores.»

Publicación.=Leido y publicado el 
anterior Real decreto por mí el Secreta­
rio general del Consejo de Estado, ha­
llándose celebrando audiencia pública la 
Sala de lo Contencioso , acordó que se 
tenga como resolución final en la instan­

cia y autos á que se refiere; que se una 
á los mismos; se notifique en forma á 
las parles, y se inserte en la Gacela. 
De que certifico.

Madrid 12 de Noviembre de 1865.— 
Pedro de Madrazo.

SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA.

En la villa y corle de Madrid, á 25 
de Noviembre de 1865, en los autos que 
en el Juzgado de primera instancia de 
Arzúa y en la Audiencia territorial de 
Ja Cortina han seguido D. José Code­
sido, y por su muerte Doña Ignacia La- 
bandéira, como totora y curadora de sus 
hijos D. Manuel, Doña Maria y Doña 
Teresa Codesido, con Doña Josefa Gayl 
so, Doña Maria Josefa, Doña Agustina 
Doña Carmen, Doña Dolores, Doña Ja 
viera, I). Pedro, Doña Castaña, D. An­
tonio, Doña Manuela y Doña Urbana Co­
desido, sobre división de bienes vincu­
lados; pendientes ante Nos en virtud del 
recurso de nulidad interpuesto por la- 
Doña Cármen, I). Antonio y Doña Ur­
bana contra la sentencia de revista que 
en 12 de Marzo de 1862 dictó la Sala 
tercera de la referida Audiencia.

Resultando que en el año de 1758 
fui dó Fray Diego Tovar un vinculo re­
gular llamado de líamelas, poseído por 
Doña Juana de Pazos, y que al falleci­
miento de esta, ocurrido en el año de 
1814, pasó á su hijo 1). Vicente Code­
sido y Pazos:

Resultando que Doña Maria Benita 
Pereiro vinculó el tercio y quinto de 
sus bienes á favor de su hijo D. Vicente 
Codesido y Pereiro, que los estuvo po­
seyendo en tal concepto hasta el 15 de 
Diciembre de 1828, en que murió, de­
firiéndose entonces la sucesión al referido 
D. Vicente Codesido y Pazos:

Resultado que I). Pedro Codesido y 
D. Domingo de Casal Moneada fundaron 
otros dos mayorazgos regulares, que en­
tró á poseer ánles de promulgarse las 
leyes desvinculadoras D. Fernando Co­
desido, el cual otorgó cierta escritura de 
donación propter nupcias, á favor de su 
sobrino, y despues su testamento en 7 
de Setiembre de 1821:

Resultando que en esté último dijo ex­
presamente que para el caso de que sub­
sistiera en su fuerza y vigor la ley de 
desvinculacion de 1820 y no se reslable- 
cie-en los mayorazgos, disponía de la mi­
tad de los que poseíaenesla forma: la mi­
tad de la mitad, ó sea la cuarta parte de 
lodo, para su sobrino 1). Ramón Pereiro, 
y la otra para su otro sobrino D. Vicente 
Codesido y Pazos; y lodos los demás 
bienes libres muebles y raíces para este 
mismo D. Vicente, á quien instituía por 
su único y universal heredero, con pre­
vención de que en el caso de restable­
cerse los vínculos diera á D. Ramón Pe- 
;-eiro tantos bienes raíces libres, como 
según su valor y estimación fuesen los 
de la cuarta parle de los vinculares que 
le dejaba señalada:

Resultando que bajo el testamento 
que acababa de referirse falleció el Don 

Fernando Codesido en 24 de Noviembre 
de 1821, y que en 11 de Marzo de 
1824, por efecto déla Real cédula de 
esta fecha, que restableció los mayoraz­
gos, pasaron los vínculos fundados por 
I). Pedro Codesido y D. Domingo de 
Casal Moneada á D. Vicente Codesido 
y Pereiro, que los poseyó hasta su 
muerte, ocurrida en 15 de Diciembre 
de 1828, en cuya época se trasfirió al 
hijo del mismo D. Vicente Codesido y 
Pazos:

Resultando que en 8 de Febrero de 
1855, falleció este último, el cual en 
una escritura habia señalado alimentos 
como inmediato sucesor de sus vincules 
á su primogénito D. José Codesido; y en 
su último testamento, sin expresar que 
poseía bienes vinculados, dejó el quinto 
de su herencia á su actual mujer Doña 
Josefa Gayoso, mejoró en el tercio á los 
hijos del segundo matrimonio é institu­
yó por herederos á estos y á los del, 
primer consorcio:

Resultando que en 15 de Diciembre 
del citado año D José Codesido entabló 
demanda para que se hiciera la división 
y partición de los bienes de los cuatro 
mayorazgos indicados, adjudicándole en 
ellos la mitad integra que le correspon­
día, y señalando en la otra mitad y en 
los bienes libres á él y á los demás he­
rederos la porción que tuviese cabida, 
conforme á los títulos que cada uno pre­
sentase:

Resultando que Doña Josefa Gayoso, 
única que compareció á contestar la de­
manda, impugnó la pretensión en la mis­
ma contenida por las razones que expu­
so; conviniendo por fin al alegar do bien 
probado en que correspondía á D. José 
Codesido, como inmediato sucesor, la 
mitad de los mayorazgos de Fray Diego 
Tovar y Doña María Benita Pereiro, 
pero negando que le perteneciera la de 
los vinculos de 1). Pedro Codesido y D. 
Diego de Casal Moneada, pues los bienes 
de estos se hicieron completamente li­
bres, la mitad en D. Fernando y la otra 
mitad en D. Vicente Codesido y Pazos.

Resultando que en 7"de Agosto de 
1858 el Juez de primera instancia de 
Arzúa declaró en sentencia definitiva que 
correspondía á I). José Codesido, cómo 
sucesor de su padre, la mitad de los re­
feridos vinculos de Fray Diego Tovar y 
de Doña María Benita Pereiro, y que 
todos los demás bienes eran absoluta­
mente libres y divisibles entre los here­
deros de D. Vicente Codesido y Pazos, 
y mandó que se procediera á concluir el 
inventario y á hacer despues la partición 
de bienes:

Resultando que la Sala segunda de la 
Audiencia en 27 de Febrero de 1861 
confirmó la sentencia del Juez; é inter­
puesta súplica, la Sala tercera dictó la 
de revista en 12 de Marzo de 1862, su­
pliendo en parle la de vista y declaran­
do que á D. José Codesido, y en su re­
presentación á sus hijos menores, defen­
didos por su madre Doña Ignacia Laban- 
deira, corresponde como inmediato su­
cesor de D. Vicente Codesido y Pazos, 
no solo la mitad integra de los bienes
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que han formado las vinculaciones de 
Fray Diego Tovar y Doña María Benita 
Pereiro, sino también igual mitad de las 
fundadas por D. Pedro Codesido y Don 
Domingo de Casal Moneada, con los fru­
tos producidos desde la muerte del Don 
Vicente, mandando que con arreglo á 
esta declaración se haga la partición.

Resultando qne contra este fallo inter­
pusieron recurso de nulidad Doña Cár­
men, D. Antonio y Doña Urbana Code­
sido en la parte que no es conforme con 
el de vista, citando como infringidas la 
ley de 11 de Octubre de 1820 en sus 
artículos 1." y 2.°; la de 19 de Agosto de 
de 1841 en sus artículos l.°, 2.°, 5.°, 
6.°, 7.° y 10.°, y la doctrina consignada 
por este Supremo Tribunal en sentencia 
de 1.° de Febrero do 1860:

Y resultando que admitido el recurso 
prestaron aquellos la oportuna caución 
por tener pendiente la información de 
pobreza, y se remitió el pleito á este 
Tribunal, donde D. Antonio y Doña 
Urbana Codesido, en atención á habér­
seles denegado por ejecutoria la defensa 
gratuita, hicieron el depósito de 10.000 
reales:

Vistos, siendo Ponente el Ministro 
D. Domingo Moreno:

Considerando que suprimidos por la 
ley de 11 de Octubre de 1820 los ma­
yorazgos, fideicomisos, patronatos y 
demás vinculaciones, sus poseedores 
entonces, y despues los inmediatos su­
cesores, aquirieron el derecho de dis­
poner por mitad de los bienes que los 
constituían, restituidos estos desde lue­
go á la clase de absolutamente libres:

Considerando que de ese carácter go­
zaban los que peseia y á su fallecimiento 
en 1821 dejó el Presbítero D. Fernando 
Codesido, procedentes de los mayoraz­
gos, fundados por Don Pedro Codesido 
y Domingo de Casal Moneada, y que el 
testamento de aquel, cualesquiera que 
fuesen las cláusulas condicionales del 
mismo, no podia contrariar válidamente 
el precepto positivo de dicha ley:

Considerando que, si bien derogada 
esta por la Real cédula da 11 de Marzo 
de 1824, entró en plena posesión de los 
mayorazgos D. Vicente Codesido y Pe­
reiro. la cual pasó par muerte del mis­
mo á su hijo I). Vicente en 1828, es 
incuestionable que, restablecida la ley 
de 11 de Octubre por Real decreto de 
50 de Agosto de 1856, y publicada la 
de 19 de Agosto de 1841, á ellas y á 
las demás disposiciones desvinculadoras 
deben hoy ajustarse los fallos judiciales 
cuando se trate, como en el caso presen­
te, de la inteligencia y aplicación de las 
mismas:

Y considerando que la Sala tercera de 
la Audiencia de la Coruña, al declarar 
por su sentencia de revista que corres­
pondía á D. José Codesido, como in­
mediato sucesor de su padre D. Vicente 
la mitad integra de los bienes en que 
consistían los dos mayorazgos antes re­
feridos, se desvió en la parte reclama­
da del genuino sentido de las leyes, qui­
zá por interpretarlas con el criterio que 
presidió al testamento del Presbítero D. 
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Fernando Codesido, y también á la de­
claración de alimentos consignada en es­
critura privada por el D. Vicente á fa­
vor del D. José, su hijo primogénito.

Fallamos que debemos declarar y de­
claramos haber lugar al recurso de nuli­
dad interpuesto por Doña Cármen, Don 
Antonio y Doña Urbana Codesido; y 
mandamos que se devuelvan los autos á 
la Audiencia de la Coruña para que so­
bre el extremo en que la sentencia de 
revista difiere de la de vista se dicte 
nuevo fallo arreglado á derecho por siete 
Ministros que no hayan conocido del 
pleito en ninguna de las instancias; y en 
el caso de no haber en dicha Audiencia 
suficiente número de Jueces hábiles para 
ello, se remitan al mismo efecto, con 
citación de las partes, á la de Oviedo, 
como la mas inmediata, y que se de­
vuelvan á D. A n tono y Doña Urbana 
los 10.000 rs. depositados, y se cance­
le la caución que prestó Doña Cármen 
Codesido para la interposición del re­
curso.

Así por esta nuestra sentencia, que 
se publicará en la Gaceta del Gobierno 
é insertará en la Colección legislativa, 
para lo cual se pasen las oportunas co­
pias certificadas, lo pronunciamos, man­
damos y firmamos.=Juan .Martin Car- 
ramolino.=Ramon María de Arrióla. = 
Félix Herrera de la Riva.=Juan María 
Biec. =Felipe de Ürbina. =Ednardo 
Elio.=Domingo .Moreno.

Publicación. =Leida y publicada fué 
la precedente sentencia por el limo. Si" 
D. Domingo Moreno, Ministro del Tri­
bunal Supremo de Justicia, estándose 
celebrando audiencia pública en su Sala 
segunda el dia de hoy, de que certifico 
como Escribano de Cámara.

Madrid 25 de Noviembre de 1865.= 
Gregorio Camilo García.

D. Juan Antonio Martin Escri­
bano actuario del Juzgado de 
primera instancia de esta villa 
de Aranda de Duero.
Doy fe: que en el incidente 

seguido en este Juzgado y mi

se le declare pobre para litigar 
con Claudio Merino como mari­
do de Maria Puerta, Manuel y 
Benita Puerta, viuda, sus con­
vecinos, en cuyos autos son tam­
bién parte el Promotor Fiscal, 
el Administrador de Hacienda 
pública de este partido y los 
Estrados de este dicho Juzgado 

I en rebeldía de los referidos Clau­
dio Merino, Manuel y Benita 
Puerta.=Resultando que el ci­
tado Atanasio Puerta Bajo, po­
see solamente los bienes espre- 
sados en el interrogatorio folio 
veinte y dos, ó sean tres tierras 
que componen cinco fanegas de 
sembradura, cuyos rendimientos 
deben ser insignificantes.—Re- 
sultando que el espresado Atana­
sio, no ejerce industria, destino 
ni profesión alguna según lo 
declarado por los testigos que 
han sido examinados.—Resul­
tando que las utilidades anuales 
del enunciado Atanasio Puerta 
que le están calculadas para el 
pago de la contribución territo­
rial que satisface en dicho pueblo 
de Fuentenebro ascienden á so­
los trescientos sesenta y siete 
reales.—Considerando que com­
putados los rendimientos dé los 
modos de. vivir del Atanasio, no 
alcanzan al doble jornal de un 
bracero de esta cabeza de parti­
do, por lo que se halla en el ca­
so de ser reputado legalmente 
como pobre para litigar.—Vistos 
los artículos ciento setenta y nue­
ve y siguientes de la ley de en­
juiciamiento,—Fallo: que debo 
declarar y declaro pobre, para 
litigar á Atanasio Puerta Bajo, 
y con derecho á usar del papel 
sellado correspondiente á su cla-

testimonio por el procurador D. 
Mariano Vicario, de Atanasio 
Puerta Bajo, vecino del pueblo 
de Fuentenebro, sobre justifica­
ción de pobreza para litigar con 
Claudio Merino como marido de ! 
Maria Puerta, Manuel y Benita 
Puerta, con quienes se han se­
guido las diligencias en rebeldía, 
despues de observados los trámi­
tes legales, recayó la sentencia 
que á la letra dice así.=Senten- 
cia.=En la la villa de Aranda 
de Duero á veinte y dos de Oc­
tubre de mil ochocientos sesenta 
y tres, visto el incidente que 
pende en este Juzgado á instan­
cia de Atanasio Puerta Bajo, ve­
cino de Fuentenebro, sobre que i

se, á que se le defienda sin retri­
bución y á gozar de los demás 
beneficios que la ley le concede 
como tal. Pues por esta Senten­
cia definitivamente juzgando, sin- 
especial condenación de costas, 
que se notificará en los Estrados 
respecto de los rebeldes, publi­
cándose además en el Boletin 
oficial de esta provincia, lo pro­
veo, mando y firmo y se pronun­
cie.—Juan Nepomuceno Alonso. 
Pronunciamiento.—Dada y pro­
nunciada fué la Sentencia ante­
cedente por el Sr. D. Juan Ne­
pomuceno Alonso, Juez de pri­
mera instancia de esta villa de. 
Aranda de Duero y su partido á 
veinte y dos de Octubre de mil

i
ochocientos sesenta y tres, ha­
ciendo audiencia pública por 
ante mí el Escribano actuario, 
siendo testigos Fausto Fernandez 
y Andrés Velasco de esta vecin­
dad, doy fé.—Ante mí, Juan 
Antonio Martin.-—La Sentencia 
compulsada es conforme con su 
original que asi obra en el expe­
diente referido á que me remito. 
Y para que conste, en virtud de 
providencia de este Juzgado fe­
cha diez y siete del corriente 
mes, pongo el presente que sig­
no y firmo en Aranda de Duero 
á veinte y nueve de Diciembre 
de mil ochocientos sesenta y 
tres.—Juan Antonio Martin.

Anuncios Oficiales,

DIRECCION GENERAL 
BE LA DEUDA PÚBLICA.

Relación de las facturas de créditos 
de la Deuda del Tesoro procedente del 
personal, que se han entregado por estas 
oficinas en oí mes de Julio último, para 
recojer con ellas de la Tesorería los tí­
tulos de dicha clase ile Deuda que se han 
expedido en equivalencia de liquidacio­
nes practicadas por las oficinas de Ha­
cienda pública de la provincia de Burgos, 
con expresión de su importe, causantes ó 
herederos á quienes corresponden, apo­
derados que las han recogido y fechas 
en que lo han verificado.

Madrid 15 de Diciembre de 1865.= 
V.° B.°=EI Director general, Barzana- 
Uana.=El Secretario, Manuel A. Ulibarri.

Imprenta de la Diputación provincial.


